Carátula 


(Ingresan los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 
(Ocupa la Presidencia ad hoc la señora Senadora Percovich) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos la bienvenida a la Asociación de Escribanos del Uruguay, cuyos 
representantes habían solicitado una entrevista; nos visitan la escribana Noblía y el escribano Rivero. 


SEÑORA NOBLÍA.- Buenas tardes a todos. Es un gusto y un honor estar aquí; pretendemos cumplir en 
parte nuestra función de tratar de cooperar con los señores Senadores y con nuestro país. 


En primer lugar, debo aclarar que la escribana Castro, Presidenta de nuestra Asociación, debió 
retirarse hace unos momentos debido a que se transfirió para el día de hoy la firma de un convenio muy 
importante en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Ella ha dejado saludos para los señores 
Senadores, pero no tuvo más remedio que retirarse porque ese convenio busca la desburocratización, es 
decir que supone un logro para todos nosotros y también para nuestro país. 


No queremos tomar demasiado tiempo de los señores Senadores porque sabemos que están 
agotados y exigidos. Es así que hemos enviado un documento con cierta fundamentación, y aclaro que ya 
estuvimos en la otra Cámara intentando exponer nuestros puntos de vista en ese mismo sentido de 
cooperación para contribuir a la mejora de la legislación antes de que salga a la luz. Todos estamos muy 
contentos con este proyecto que ha venido de AGESIC, muy armado y estructurado, con una serie de 
elementos que nos parecen realmente importantes como, por ejemplo, la existencia de una autoridad raíz 
en el ámbito de la firma electrónica avanzada. Sería una autoridad raíz del país, un control estatal, cuestión 
que fue muy discutida en otros momentos. Tuve la oportunidad de estar en instancias del Mercosur y esa 
también era una de las exigencias que requerían los otros países, pero no se había podido lograr 
anteriormente. Incluso, debido a este tema, se llegó a resoluciones como la N* 3706 del Mercosur para 
acuerdos bilaterales. 


Además de la autoridad raíz, también nos importa el control estatal, el control que va a tener el 
Estado sobre los prestadores de servicios de certificación, y el hecho de que la ley tenga definiciones, así 
como que se haya agregado lo que tiene que ver con el sello de tiempo como un control tecnológico 
respecto a la fecha de otorgamiento. 


En definitiva, como nuestra función es la seguridad jurídica y tratar de prevenir problemas a nivel 
de documentación, hoy venimos concretamente por el tema del artículo 6”. Allí se habla de documentos y 
del valor probatorio de la documentación electrónica; vemos que se da valor probatorio de documento 
público al documento privado por el hecho de tener una firma electrónica avanzada. Sabemos que la firma 
electrónica avanzada es el máximo nivel tecnológico para la documentación que existe en este momento, 
pero también creemos que debemos lograr la coherencia con lo que es el Derecho vigente -me refiero al 
viejo Código Civil- que divide los documentos en públicos y privados, pero no solamente lo hace en orden a 
lo que es una cuestión tecnológica, sino que contempla elementos objetivos y subjetivos. Los documentos 
públicos, que en su mayoría emanan del Estado, implican un carácter oficial de solemnidad, y el requisito 
del sujeto que lo emite, que es un empleado público en ejercicio de sus funciones, una persona 
especializada que tiene conocimiento especial en esa clase de documento y una responsabilidad civil y 
patrimonial e, incluso, disciplinaria. Entonces, más allá de que hay un carácter subjetivo y otro tecnológico, 
en este documento privado al que se le da valor de documento público, se admitiría el hecho de que con el 
carácter tecnológico se sustituye todo lo que representa el sujeto emisor de ese documento. 


En cuanto al documento privado, se abre una serie de posibilidades. El documento privado que 
tiene la firma electrónica avanzada va a poder tener valor de documento público, y si tiene la fecha, va a 
valer como documento público respecto al hecho de haberse otorgado en esa fecha. Creo que a nivel 
jurídico esto genera cierta complicación para poder compatibilizarlo con el resto de la legislación, y en 
cuanto a lo que se quiere generar, que es la confianza y la seguridad, puede provocar muchos problemas. 
Nosotros no podemos concebir que un certificado de un registro público, un certificado de origen, un 
certificado de aduana o un certificado que dice que determinada persona no tiene embargos, tenga el 
mismo valor probatorio que un documento privado por el solo hecho de utilizar una tecnología, que puede 
ser muy segura, pero que no deja de ser simplemente un factor tecnológico. Nosotros entendemos que el 
documento público debe tener una jerarquía que está dada por la representación de la jerarquía estatal a 
nivel documental. Además, si bien el control lo hace el Estado, que es el prestador del servicio de 
certificación, una vez que la persona sale del sistema criptográfico con la tarjetita para firmar, puede firmar 
cualquier tipo de documento pues va a tener el nivel probatorio de un documento público, lo que no nos 
parece que se adecue a todo el sistema jurídico y tampoco es lo que rige en los demás países del 
Mercosur ni en la mayoría de los países del mundo. Entonces, la legislación comparada nos indica que en 
cierto modo esta modificación podría afectar la seguridad de un sistema y también la coordinación con 
nuestros socios en la región. La argumentación que podemos dar es variada. Por un lado, está el tema de 
la seguridad y, por otro, lo relativo a la lógica jurídica y a la coherencia con nuestro sistema jurídico anterior, 
aspecto que en particular aprendimos del escribano Fernando Miranda, persona coherente en los hechos, 
en la palabra e, incluso, en su vida privada, con los principios democráticos. 


En función de esa coherencia es que nosotros estamos presentando una nueva redacción del 
artículo 6%. Estamos de acuerdo en que la firma electrónica avanzada tiene idéntica validez y eficacia que 
la firma autógrafa, pero no como documento público. Quedaría lo relativo a la firma autógrafa, siempre que 
esté debidamente autenticada por claves u otros procedimientos -como señala el artículo del proyecto de 
ley- pero en el último inciso nosotros proponemos que diga que los documentos electrónicos tendrán el 
valor y la eficacia jurídica que corresponda a su respectiva naturaleza de conformidad con la legislación 
vigente. Esto es lo que se establece a nivel internacional y lo que entendemos que es coherente. Nuestra 
preocupación es que se siga esa coherencia y esa representatividad estatal. 


Quedo a vuestra disposición para contestar las inquietudes que deseen plantear. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gargano) 
SEÑOR RIVERO.- Buenas tardes y muchas gracias por recibirnos. 


Esta es la segunda oportunidad en que asistimos al Poder Legislativo a presentar nuestro 
informe sobre este proyecto de ley. La exposición que realizamos en la Cámara de Representantes fue 
bastante más amplia, así como los informes que dejamos en el expediente legislativo. En el día de hoy 
venimos nuevamente con la voluntad de ratificar nuestra posición positiva con respecto al proyecto de ley y 
a los cambios que allí se introdujeron. Por ejemplo, se suprimió el inciso segundo del artículo 4%, que había 
sido observado por la Asociación de Escribanos, y se agregó el artículo 10, con el cual también estamos 
de acuerdo, en el que se establece que la Suprema Corte de Justicia, si se constituye como prestador de 
servicios de certificación, es la que le dará la firma digital a los abogados, a los escribanos y a los 
procuradores. Quedó pendiente el artículo 6%, del que hablaba la escribana Noblía, que fue modificado con 
respecto al proyecto original. Se le hicieron algunos agregados en el inciso final, pero lo sustancial de 
nuestra observación todavía permanece, porque actualmente dice: “El documento electrónico suscripto con 
firma electrónica avanzada tendrá idéntico valor probatorio al documento público o al documento privado 
con firmas certificadas en soporte papel”. Se agregó esta última parte y, a continuación, dice lo siguiente: 
“El documento electrónico no hará fe respecto de su fecha, a menos que esta conste a través de un 
fechado electrónico otorgado por un prestador de servicios de certificación acreditado”. Esto quiere decir 
que se agrega lo que comúnmente se conoce como el “time stamping”, que le da fecha cierta a ese 
documento privado. 


Sin embargo, cuando estudiamos la legislación comparada y, básicamente, la que surge de las 
recomendaciones del Mercosur en el subgrupo de trabajo N* 13, advertimos que esta redacción excede 
lo que aparece en la normativa regional y, a su vez, modifica o agrega cosas al capítulo del Código Civil 
sobre el valor probatorio del documento público y privado, como lo expresara en forma extendida la 
escribana Noblía. Por ejemplo, en el artículo 5% de la Resolución N* 37 del Mercosur, del año 2006, del 
Subgrupo N* 13, dice lo siguiente: “A través de los Acuerdos de Reconocimiento Mutuo, se otorgará a las 
firmas electrónicas avanzadas, que cumplan con las condiciones dispuestas en ellos, el mismo valor 
jurídico y probatorio que el otorgado a las firmas manuscritas. Los Estados Partes reconocerán la 
autenticidad e integridad de un documento electrónico firmado con una firma electrónica avanzada, 
admitiéndola como prueba documental en procesos judiciales, conforme lo que se disponga en los 
Acuerdos de Reconocimiento Mutuo.” 


Entonces, la redacción que presentamos sobre el artículo 6% es coherente con estas 
recomendaciones del Mercosur. Por supuesto que suponemos que el espíritu de dar ese valor probatorio al 
documento privado, firmado con firma electrónica reconocida, seguramente busca darle un realce a ese 
mecanismo y que pueda ser visto por el ciudadano que lo vaya a utilizar, como de mayor seguridad. De 
todas maneras, esa seguridad, quizás tecnológica, no se compatibiliza exactamente con la seguridad 
jurídica, que es la que también hay que brindarle al ciudadano, de acuerdo con el artículo 7* de la 
Constitución. Incluso, uno de los principios que inspira la ley es el de equivalencia funcional; esto es, que 
se le da el mismo valor al documento papel y al documento digital o electrónico. Si tengo un documento 
privado firmado manuscrito, tiene valor de tal; sin embargo, si a ese documento en lugar de tenerlo en 
soporte papel, lo tengo en soporte digital, con la firma electrónica avanzada, su valor probatorio será el de 
un documento público. De acuerdo con la legislación general de otros países, consideramos que el hecho 
de dar al documento privado con firma electrónica avanzada un valor probatorio de esta magnitud, 
constituye un plus demasiado excesivo. 


Con relación al resto del articulado, debo decir que en su momento se plantearon algunas 
observaciones pero, más allá de ellas, creemos que el país tiene la necesidad de legislar sobre este tema, 
máxime si tenemos en cuenta que otras legislaciones del Mercosur y de la mayoría de los países 
latinoamericanos cuentan con una normativa al respecto. Lo único que pretendemos es realizar un aporte 
para que el proyecto de ley se apruebe de la mejor manera desde el punto de vista jurídico. De todas 
formas, es probable que, producto de la puesta en práctica de esta iniciativa, tengamos oportunidad de 
considerar otras que la modifiquen en algunos puntos. 


SEÑORA PERCOVICH.- El artículo 7% establece la reglamentación por parte de la Suprema Corte de 
Justicia para su uso y, sobre todo, para su validez. ¿Eso no constituye un reaseguro importante? 


SEÑORA NOBLÍA.- El artículo 7* refiere específicamente a la función notarial. En este caso, no estamos 
defendiendo nuestra función ni argumentando en base a ella, sino que estamos hablando del documento 
público. La mayoría de los documentos públicos emanan del Estado, de los funcionarios públicos en 
ejercicio de sus funciones; nuestros documentos son apenas una muy reducida minoría. Nosotros estamos 
haciendo un argumento en pro y en defensa del documento estatal, del documento público emanado del 
Poder Público. Esto es lo que más nos preocupa, porque nuestro documento público es uno más de los 
muchos que existen. Ahora bien, si tomamos en cuenta que, en general, desempeñamos nuestra función 
en el ámbito privado, el problema no tendría mucha trascendencia porque estamos en el ámbito del 
acuerdo de partes, que es privado, y tiene un documento público -que es el documento público notarial- 
que lo eleva a esa categoría para darle una solemnidad a determinado tipo de negocios vinculados a 
inmuebles, a establecimientos comerciales, etcétera. De todas maneras, nuestra mayor preocupación se 
centra en el documento emanado del Estado y en el documento privado emanado de cualquier particular, 
dicho esto con todo el respeto hacia los particulares, a cuyo servicio está el Estado. Es claro que para 
ejercer las políticas públicas, el Estado debe tener una jerarquía sobre lo privado porque, de lo contrario, no 
podría imponer un orden. Ahora bien, ese orden, a nivel documental, se refleja en la mayor jerarquía del 
documento público frente al documento privado. Entonces, si un certificado del Registro de la Propiedad 
Inmueble, si un certificado de origen o un documento emanado del Estado se enfrenta a un documento 
privado, tenemos que darle otra jerarquía, y lo debemos hacer por el sujeto Estado. Sin ser partidarios de 
ningún régimen autoritario, creo que para establecer un orden, cuando se confrontan dos documentos, 
debe haber una selección. Además, a lo largo de la historia de todos los documentos en la mayoría de los 


países, y de la historia del Código Civil, siempre se le ha dado esa jerarquía a lo estatal. Obviamente, 
existen documentos privados; empresas transnacionales o personas físicas que los hacen, pero se trata de 
mantener la jerarquía que ha sido contemplada en casi todo el resto de los Estados. 


Por otro lado, como les decía, tenemos el temor de que, por ser tan revolucionarios -por llamarlo 
de alguna manera- y equiparar el documento privado al público, nuestra ley luego no cumpla con los 
requisitos de otros países, o con los del Mercosur. Concretamente, en el Mercosur no hay ninguno que 
establezca esto. Por ejemplo, se puede ver al respecto la Ley argentina N* 25.506 y cómo hacen la 
asimilación del valor probatorio de los documentos. 


El documento privado no pierde su naturaleza por el hecho de tener la firma electrónica avanzada; 
simplemente tiene un elemento probatorio más. Hay una argumentación que dice que una cosa es que el 
documento sea público y otra que tenga el valor probatorio de documento público. Es cierto, pero ¿para 
qué tengo un documento público? Para darle una jerarquía frente a otro documento, que es privado. Esto 
es así, porque hay una garantía subjetiva y una garantía objetiva. El sujeto que emite un documento 
público tiene un conocimiento diferente, está sometido al estatuto del funcionario público y tiene una 
responsabilidad mayor. Todo lo relativo a las tecnologías es muy importante porque nos da seguridad, y no 
estoy hablando de los prestadores de servicios de certificación a los que se les entrega la tarjeta y que van 
a ser controlados por el Estado, sino de la persona que sale con esa tarjetita a firmar documentos de 
cualquier clase. Es cierto que va a tener cierta seguridad, pero ¿qué clase de documento firma? De esta 
forma, si tiene firma electrónica avanzada, serán todos documentos privados. 


Por otro lado, hay que mencionar el tema de la responsabilidad. Por ejemplo, la tecnología es 
muy avanzada, pero el prestador de servicios de certificación tiene una responsabilidad subjetiva. Si se 
analiza el artículo 21, se podrá comprobar que el prestador de servicios de certificación tiene que probar su 
diligencia media. Esto de la responsabilidad también está relacionado con el hecho de que las tecnologías 
son muy buenas y eficientes, pero el prestador de servicios no responde más que con su diligencia y con 
haber cumplido los requisitos. No se trata de una responsabilidad objetiva, sino subjetiva. Entonces, si no 
se le da trascendencia al sujeto, ¿por qué la responsabilidad no es objetiva? Debería ser una obligación de 
resultado, pero esto no es así, porque si bien estas tecnologías son bastante seguras, son incipientes y 
puede haber problemas tecnológicos. De ahí que el prestador de servicio se libere demostrando que actuó 
con la diligencia media, pero su responsabilidad tampoco es objetiva. 


Entonces, hay ciertas cuestiones que nos llaman la atención y nos llevan a decir que se debe 
mantener el valor de las cosas en su lugar: que el documento privado, como hasta ahora, tenga el valor de 
documento privado. Después, se verá si tiene la firma y la persona no lo puede negar. 


Por otro lado -y esto es lo último- quiero aclarar que cuando recurrimos al Código General del 
Proceso, podemos observar que, reconocida la firma, se reconoce el documento; entonces, para nosotros 
hasta ahora no había una diferencia entre el valor probatorio del documento y el valor probatorio de la 
firma. De esta manera generamos una diferencia bastante rara, porque si reconocida la firma se reconoce 
el documento, cómo nosotros vamos a decir: “No, este documento es privado, pero la firma tiene valor de 
documento público. La parte superior del documento tiene valor de documento privado” -perdonen los 
señores Senadores que lo exprese así, groseramente- “y la firma tiene valor de documento público”. Esto lo 
decimos así porque queremos que las cosas salgan bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los integrantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay por 
los aportes que han realizado a la Comisión en esta materia. 


El proyecto viene aprobado de la Cámara de Representantes, y el próximo martes esta Comisión 
decidirá qué trámite le va a dar; sabido es que el Poder Ejecutivo está muy interesado en que este tema se 
concrete. De modo que si este asunto no se considera antes del 15 setiembre, seguramente será después 
de esa fecha. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


Pasamos a considerar el tratado sobre retención ilícita de personas de menos de 16 años de 
edad. 


SEÑORA PERCOVICH.- Este Tratado se refiere al traslado de un menor de 16 años cuando, por cualquier 
motivo, es retenido en un país por sus padres o por otro tipo de problemas. Ese Tratado nunca fue 
instrumentado en una ley. A fines de 2008 la Suprema Corte de Justicia nos envió un proyecto de ley por el 
que se incorpora el proceso al Código Civil, como en el caso anterior, del Derecho Internacional Privado. 


Ese texto -que es un vacío que tenemos en nuestra legislación con relación a este tipo de litigio, 
donde están en juego los menores de 16 años- explica qué es lo que se decide para cada uno de los casos 
y explicita cada una de las circunstancias, actualizándose siempre con relación a la Convención sobre 
Derechos de la Niñez y la Adolescencia. Estas pueden ser, por ejemplo, un secuestro, la separación de los 
procesos matrimoniales, los procesos de filiación, etcétera, que son los casos en los que se pueden dar 
conflictos y estar involucrado un menor de 16 años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va votar en general el proyecto de ley. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque los artículos del proyecto de ley. 
(Se vota:) 

-5 en 5.Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa como miembro informante a la señora Senadora Percovich. 


Corresponde considerar el proyecto de ley relativo al Fondo de Garantía para la Reestructuración 
de Pasivos de las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. 


SEÑORA PERCOVICH.- Este proyecto de ley es una interpretación de la ley que habíamos votado con 
relación al Fondo que se le daba a las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. El Sindicato Médico del 
Uruguay entregaba estas Letras de Cambio para hacer frente a sus obligaciones. Cuando se separa y se 
convierte en una institución de ASSE, la empresa anterior -digamos- cedió esos títulos y, por eso, se hace 
una interpretación que -de acuerdo con la ley que votamos- dice que los tenedores a cualquier título de 
esos ingresos -en este caso creo que es Abitab- posteriores a la fecha de la inscripción del documento de 
escisión de la institución de asistencia médica privada de profesionales sin fines de lucro -que si bien no se 
nombra, tiene que ver con el Sindicato Médico del Uruguay o con sus sucesores- deberán entregar los 
referidos fondos a las instituciones, sin que ello les genere ninguna responsabilidad frente a quienes 
invoquen derechos originados en negocios jurídicos o gravámenes que tengan su causa con fecha anterior 
a la escisión. Insisto, es una interpretación que se hace frente a cualquier duda; después de que se hizo 
esa escisión, estas obligaciones, que eran de otra Institución, siguen teniendo el mismo valor. 


Este proyecto de ley ya fue aprobado por la Cámara de Representantes y por ello la prisa del 
Sindicato Médico del Uruguay de contar con nuestra aprobación. Con ese fin me comuniqué con el 
Contador Olesker, ya que nos habían comentado que tal vez había que realizarle algunas modificaciones. 
Sin embargo, comentó que el texto está perfectamente redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo único.- Interprétase que de acuerdo al inciso tercero del artículo 6” de la Ley N* 18. 439, 
de 22 de diciembre de 2008, los tendedores a cualquier título de ingresos, posteriores a la fecha de 
inscripción del documento de escisión de la institución de asistencia médica privada de profesionales sin 
fines de lucro en el Registro Nacional de Comercio, que tengan causa de prestaciones asistenciales del 
Sindicato Médico del Uruguay o de sus sucesores, a título singular o universal, deberán entregar los 
referidos fondos a las instituciones, sin que ello les genere ninguna responsabilidad frente a quienes 
invoquen derechos originados en negocios jurídicos o gravámenes que tengan su causa con fecha anterior 
a la escisión”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Propongo como miembro informante a la señora Senadora Percovich. 
SEÑORA PERCOVICH.- No hay inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar la Carpeta N* 1625/09, proyecto de ley por el que se 
declara el 11 de abril de cada año “Día de la Nación Charrúa y de la Identidad Indígena”, que consta de dos 
artículos. 


En discusión general. 
Léanse los artículos 1? y 22. 
(Se leen:) 


“Artículo 1*.- Declárase el día 11 de abril de cada año Día de la Nación Charrúa y de la Identidad 
Indígena”. 


Artículo 2% (Acciones públicas conmemorativas).- En esa fecha, el Poder Ejecutivo y la 
Administración Nacional de Educación Pública dispondrán la ejecución o coordinación de acciones públicas 
que fomenten la información y sensibilización de la ciudadanía sobre el aporte indígena a la identidad 
nacional, los hechos históricos relacionados a la nación charrúa y lo sucedido en Salsipuedes en 1831”. 


En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1*. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los demás señores Senadores están de acuerdo, seré el miembro informante de este proyecto 
de ley. 


(Apoyados) 


Se pasa a considerar la Carpeta N* 1578/09, relativa al proyecto de ley por el cual se sustituye el 
numeral 1? del artículo 91 referido a la edad requerida para contraer matrimonio, ingresada a esta Comisión 
el 17 de julio de este año. 


En consideración. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo Único: Sustitúyese el numeral 1? del artículo 91 del Código Civil por el siguiente: 'La falta 


de edad, esto es, los dieciséis años cumplidos”. 
En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con motivo de la participación de la delegación oficial en Ginebra, en el examen 
periódico universal, se nos ha reiterado, llamando la atención, la baja edad para contraer matrimonio que 
se exige a hombres y mujeres en el Uruguay, así como la diferencia de edad. Hemos subido la edad a 16 
años ya que al no haberse hecho otras modificaciones en el Código Civil -me refiero al capítulo de familia 
que tiene que ver con la patria potestad y a muchos de los elementos que hay que cambiar por ser 
antiguos y obsoletos- por lo menos se da una respuesta hasta que llegue el momento de cambiar este 
Código, equiparando a hombres y mujeres, y también eliminando esa discriminación. Lo cierto es que 
sería bueno para la delegación oficial si por lo menos se aprueba en una de las Cámaras, ya que el 
próximo 24 debe concurrir alguien del Ministerio de Relaciones Exteriores y del Ministerio de Educación y 
Cultura, porque el Comité de Derechos Humanos acaba de aprobar las observaciones para Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera dejar constancia, para que se sepa lo que se está votando, que aquí se 
está elevando la exigencia de edad del varón para contraer matrimonio de 14 a 16 años -de acuerdo con el 


artículo 91 del Código Civil- y para la mujer se eleva de 12 a 16, porque en esta nueva redacción no se 
distingue al varón de la mujer. Aquí se dice “La falta de edad, esto es, los dieciséis años cumplidos”, y nada 
más. Ni siquiera se establece: “La falta de edad requerida por las leyes de la República”, lo que me parece 
sería necesario agregar. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, no quisimos cambiar mucho y dejamos el texto tal como venía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que quiero decir es que no cambia el fondo del asunto porque hay que decir 
quién establece la falta de edad requerida, es decir, “las leyes de la República”. En definitiva, propongo que 
se haga ese agregado al texto. 


El texto quedaría de la siguiente forma: “La falta de edad requerida por las leyes de la República, 
esto es, los dieciséis años cumplidos”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con la modificación propuesta. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RÍOS.- Si me permite el señor Presidente, solicitaría el análisis de la Carpeta N* 1521/09, 
“Declaración judicial de concurso y organización empresarial”, que tengo en mi poder y que viene aprobada 
con media sanción de la Cámara de Representantes. Es interesante porque beneficia a aquellos 
trabajadores cuya empresa hubiera entrado en concurso. Siempre y cuando no atacara a dicho concurso, 
podrían cobrar por anticipado, habilitando a la administradora a liquidar bienes para hacer frente a los 
pagos adeudados desde un año hacia atrás. Lo que comúnmente se veía con la nueva ley era que cuando 
las empresas se presentaban a concordato o a concurso, los créditos de los trabajadores quedaban 
colgados e iban a la masa, y allí generalmente no quedaba nada. Esos créditos son de los trabajadores -no 
de los directores- y tienen ese derecho una vez que se perciba que su cobro no hace fracasar el concurso 
de la empresa para poder rehabilitar su actividad. 


Por otra parte, se crea un tipo de créditos menores a los cuales podrá hacer frente el 
Administrador y pagarlos para que el trabajador no sea quien sufra las consecuencias inmediatas de un 
concurso. Esto es así siempre y cuando no se altere la viabilidad de un concurso. De todas formas, creo 
que se habilita un elemento que me parece importante, y es el de buscar la forma para que se le pague a 
los trabajadores. Por su parte, se excluye especificamente a los directores, que tienen otro estatus, y 
dentro de los créditos comunes quirografarios, se crea la figura de los subordinados, que son los créditos a 
los que el interventor puede hacer frente en las condiciones que recién establecía. 


A nosotros nos parece que este proyecto de ley es justo y colabora para que una empresa pueda 
reabrirse o para darle continuidad. Digo esto porque si se le debe un año de salario a un grupo de 
trabajadores y la empresa debe comenzar de nuevo con ese problema latente, sin lugar a dudas eso no va 
a colaborar en nada para sacarla adelante. Insisto en el tema de que se pagará siempre y cuando esto no 
altere la viabilidad futura de la empresa, lo que será fundado frente al Juez. Por su parte, los créditos que 
se pueden cobrar son aquellos que tienen sentencia ejecutoriada y fueron aprobados en vía judicial, y no 
los créditos emergentes de la relación. 


Considero que este proyecto de ley, que tiene media sanción de la Cámara de Representantes, 
es bueno porque brinda garantías al empresario, porque tiene que tener sentencia judicial y también 
porque es viable, siempre y cuando no se arriesgue la existencia del concurso y la posibilidad de reabrir la 
empresa. Asimismo, hace que los trabajadores cobren y vayan al concurso con una dedicación laboral 
diferente, que muchas veces es imprescindible para poder salir adelante, no alterando -más de lo que ya 
estaba- la ecuación económica de la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 
Si los señores Senadores están de acuerdo, propongo que se vote en bloque. 
Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos. 
(Se votan:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Propongo al señor Senador Ríos como miembro informante de este proyecto de ley. 
SEÑOR RÍOS.- De acuerdo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero hacer referencia al proyecto de ley por el que se modifican disposiciones 
relativas a adopción, que fue largamente tratado en esta Comisión por más de un año, estando otro 
período similar a estudio de la Cámara de Representantes. A esta iniciativa se le realizaron modificaciones 
muy simples y todas, de alguna manera, son aceptables, por lo que consulto a la Comisión si no sería 
posible aprobarlo en esta instancia. Si fuera así, podría mencionar las modificaciones, que son solamente 
dos o tres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante, señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- El proyecto de ley tenía como objetivo, justamente, que se estableciera un 
proceso claro y centrado en las responsabilidades del Estado  -tanto en la parte administrativa, a través 
del INAU, de la selección de la familia, como en la tarea de los Jueces en el cambio de identidad del niño- 
para que las tramoyas que ahora se utilizan para la adopción de los niños que pueden facilitar su tráfico, no 
se dieran. En la Cámara de Representantes, en lo sustancial, todo esto no ha cambiado. Sí se han hecho 
algunos cambios en el texto que no importan mucho y en el artículo 3” se le cambia el nombre al artículo, a 
fin de aclarar que solo se prevén medidas provisorias y se explicita mejor quién es el Juez competente, se 
define el domicilio del niño o la niña conforme ya lo establece la normativa y, al final del artículo, remite al 
procedimiento para la aplicación de las medidas cautelares del Código General del Proceso. Se aparta un 
poco del Código de la Niñez, pero explicita mejor cuáles son los procedimientos. 


El otro cambio, también en el artículo 3%, refiere al artículo 133 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Allí se resolvió dar competencia a los Juzgados de Familia para la inserción en la familia 
adoptiva, cuando en el texto original habíamos previsto darle competencia a los Juzgados de Urgencia de 
Niñez y Adolescencia. El procedimiento que nosotros habíamos votado era mejor porque era más rápido, 
sobre todo para el caso de los recién nacidos. En el Juzgado de Familia estos procedimientos se demoran 
mucho más, pero no es un tema que importe, porque lo realmente importante es el proyecto en general. 


Se elimina la familia ampliada, en el entendido de que si queda la familia ampliada, no 
corresponde decretar la separación de la familia de origen, y se establece un orden de preferencia, que 
entiendo está bien. 


A su vez, en el artículo 133.1, en lo relativo a lo procesal, la separación definitiva implica la 
pérdida de la patria potestad. Por tanto, como la consecuencia es mucho más definitiva, se sustituyó el 
proceso y agregaron un curador además de un defensor. En definitiva, se suman más seguridades. 


En el artículo 133.2 se incluyen sugerencias de la Cátedra del Derecho Civil y, en lugar de la 
palabra “abandono” -que es un término que los organismos internacionales, como el Comité de Derecho de 
la Niñez, van eliminando del lenguaje- se utiliza el término “condición de adoptabilidad”, y se precisan los 
alcances y los límites de la competencia del Juez en la selección de la familia. 


Además, se ha hecho una eliminación que en lo personal considero que es un retroceso. Me 
refiero a que cuando se votó el Código de la Niñez y la Adolescencia, se establecieron los 15 años de edad 
para poder buscar los antecedentes, aunque podía ser antes si el Juez autorizaba. Aquí se eliminó esta 
parte, quedando en 18 años la edad para poder buscar antecedentes con la voluntad del adolescente. Por 
supuesto que el Juez lo puede decretar con anterioridad. 


Estas son las modificaciones que se han realizado. En realidad, como ha llevado tanto tiempo 
hacer los arreglos correspondientes y aggiornar el Código de la Niñez y la Adolescencia, sería bueno que 
este proyecto de ley, que estuvo tanto tiempo en la consideración del Parlamento, pudiera estar aprobado, 
porque es otra de las cuestiones que nos han reclamado insistentemente, tanto por parte del INAU, que es 
el organismo rector, como por parte del Consejo Honorario y, por supuesto, a nivel internacional, debido a 
que la forma de adopción de los niños en Uruguay no daba seguridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5.Afirmativa. UNANIMIDAD. 
La Presidencia propone a la señora Senadora Percovich como miembro informante. 


La Mesa propone que el proyecto de ley relativo al Documento Electrónico y Firma Electrónica se 
incluya en el orden del día de la próxima sesión de la Comisión, a efectuarse el próximo martes. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que sería importante conocer la opinión que sobre este proyecto de ley 
tienen los representantes de la AGESIC. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente alguno; así se procederá. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 51 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


